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León, Guanajuato, a 02 dos de diciembre del año 2011, dos mil once. . . . . . 
V I S T O para resolver el expediente número 171/2011-JN, que contiene las actuaciones del proceso administrativo iniciado con motivo de la demanda interpuesta por el ciudadano FIRMATO ROBLEDO MALACARA, en contra la Directora General de Ingresos de la Tesorería Municipal y del Ministro Ejecutor Bernardo Martínez Negrete, ambos de León, Guanajuato, por ser este el momento procesal oportuno se resuelve, conforme a los siguientes resultandos y subsecuentes considerandos: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- Que en la presente causa se impugna el mandamiento de embargo, de fecha 10 diez de marzo del año 2011, dos mil, con número de crédito 1002203, por la cantidad de $10,196.78 (diez mil, ciento noventa y seis pesos 78/100 moneda nacional) y el acta de embargo de fecha 02 dos de abril del mismo año. La existencia de estos actos impugnados se encuentra acreditada en el  original, que obran en autos de este expediente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.-  Que conforme a lo  estipulado por los  artículos  261 y 262 del 
Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de cuestiones de orden público, previamente al estudio del fondo, el Juzgador de oficio o a instancia de parte debe proceder al  análisis de las causales de improcedencia o de sobreseimiento previstas en estos artículos respectivamente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .

Las autoridades demandadas no hacen valer ninguna causal de improcedencia y de un minucioso análisis de las constancias que integran esta causa se concluye que no se actualiza ninguna otra causal de improcedencia, ni de sobreseimiento y en el siguiente considerando se procede al estudio de los conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- Que con las facultades que le confiere al Juzgador el artículo 302, último párrafo, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por ser una cuestión de orden público, se hace valer de oficio, la incompetencia de la Directora General de Ingresos, para emitir el mandamiento de ejecución impugnado; en consecuencia, se procede al estudio de los artículos del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, invocados en el documento que contiene el referido acto combatido como fundamento legal de la competencia de esta autoridad demandada, a fin de determinar si estos numerales le conceden o no atribuciones para dictar los actos fiscales impugnados. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Así las cosas, en el acto impugnado se advierte que la Directora General de Ingresos para justificar su competencia o atribuciones expresa como fundamento legal, los artículos 53 inciso D), 66 inciso A), 67 fracciones X, XIV y XVII, y 68 fracciones III y IV, del Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, entre otros numerales de diversos Ordenamientos Legales. Sin embargo, es el caso que ninguno de estos numerales le conceden atribuciones a dicha autoridad, para emitir el mandamiento de ejecución combatido; lo anterior es así, en razón de que el referido artículo 53, inciso a), únicamente contempla a la Dirección General de Ingresos como una Dependencia de la Tesorería Municipal; y, el citado artículo 67, establece sus atribuciones, empero, su fracción X, le concede facultades para supervisar la recaudación diaria de los cobros de impuestos, derechos, productos y aprovechamientos de las Dependencias generadoras de ingresos; mientras que, su fracción XIV, únicamente le concede la facultad de dirigir el procedimiento administrativo de ejecución para hacer efectivos los créditos fiscales; y, su fracción XVII, limita sus atribuciones sólo a determinar la existencia de créditos fiscales, dar las bases para su liquidación y a fijarlos en cantidad liquida. . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Como puede observarse, ninguna de las fracciones del citado artículo 67, invocado como fundamento legal le conceda a la Directora General de Ingresos la facultad de emitir mandamientos de ejecución, de este modo, en la especie, únicamente se justifica que en materia de cobro de créditos fiscales, sólo tiene atribuciones para: supervisar su recaudación diaria; dirigir el procedimiento administrativo de ejecución; y, determinar la existencia de créditos fiscales, dar las bases para su liquidación y a fijarlos en cantidad liquida. De ahí, resulta que la Directora General de Ingresos, conforme a las fracciones X y XIV del multicitado artículo 67, únicamente cuenta con poder de vigilancia, esto es, que como superior sólo cuenta con atribuciones para fiscalizar la actuación de sus inferiores, pero dicha autoridad demandada no tiene facultades para emitir mandamientos de ejecución; por otra parte, dicha autoridad omite expresar la existencia de algún Acuerdo Administrativo mediante el cual se le hayan delegado esas atribuciones, el que es indispensable señalar, para que en su caso, el impetrante esté en condiciones de impugnar el acto respecto a la competencia y si está o no ajustado a derecho. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Ahora bien, sobre el particular, no se omite precisar que originalmente el Tesorero Municipal es quien tiene las facultades pare emitir el acto combatido y por una disposición Reglamentaria, se delega esa atribución al Director de Ejecución, por tanto, ésta última es la autoridad fiscal que cuenta con facultades para llevar a cabo el procedimiento administrativo de ejecución, de acuerdo a lo estipulado por la fracción III del artículo 68 del referido Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal, pero la Directora General de Ingresos como superior jerárquico del Director de Ejecución, no tiene esa facultad, pues como se dijo en supralíneas, sólo cuenta con poder de vigilancia, por tal virtud, no es posible estimarla como responsable de los actos emitidos dentro del marco de las facultades generales decisorias que tiene encomendadas el Director de Ejecución, pues estos Órganos de la Administración Pública Municipal para efectos del proceso, son dos autoridades distintas, cada una con sus propias atribuciones, que son el contenido de las tareas asignadas en la materia a cada una de ellas, por los artículos 67 y 68 del aludido Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal, respectivamente, ya que estos numerales determinan la amplitud del obrar de los titulares de cada una de la referidas Dependencias. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Lo anterior es así, en razón de que la Directora General de Ingresos formal  y legalmente como superior no debe avocarse a ejercer las facultades reservadas al Director de Ejecución -inferior- en el Reglamento Interior de la Administración Pública Municipal de León, Guanajuato, toda vez que este Ordenamiento Legal no contempla ninguna disposición que establezca que las facultades establecidas a favor del  Director de Ejecución, podrán ser ejercidas por la Directora General de Ingresos, como superior inmediato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Conforme a lo anterior, es de concluirse que el mandamiento de ejecución combatido en cuanto a la competencia de la autoridad se encuentra indebidamente fundado, por ende, carece del elemento de validez exigido por la fracción I del artículo 137 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, dado que fue emitido por una autoridad incompetente, actualizándose con ello, la causal de ilegalidad prevista en la fracción I del artículo 302 del mismo Código, vulnerándose en perjuicio de la parte actora el artículo 4º de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; por consiguiente, conforme a lo mencionado y además con fundamento en el artículo 300 fracción II, del aludido Código de Procedimiento y Justicia Administrativa, es procedente declarar la nulidad total del mandamiento de ejecución, relativo al crédito número 1002203, de fecha de fecha 10 diez de marzo del año 2011, dos mil once, suscrito por la Directora General de Ingresos, por la cantidad de $10,196.78 (diez mil, ciento noventa y seis pesos 78/100 moneda nacional), integrado de la siguiente manera, la suma de $9,804.60 (nueve mil, ochocientos cuatro pesos 60/100 moneda nacional), por el importe de una multa y el monto de $392.18 (trescientos noventa y dos pesos 18/100 moneda nacional), por gastos de ejecución; asimismo, se declara la nulidad de su acto consecuente como lo es el acta de embargo practicada con fecha 02 dos de abril del 2011, dos mil once, que obra en la parte inferior del referido documento, en virtud de que cómo acto accesorio sigue la suerte del principal que está viciado de origen. Al respecto, resulta ilustrativo el criterio sostenido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Séptima Época, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis 565, Página 376, bajo el rubro: “ACTOS VICIADOS, FRUTOS DE. Si un acto o diligencia de la autoridad está viciado y resulta inconstitucional, todos los actos derivados de él, o que se apoyen en él, o que en alguna forma estén condicionados por él, resultan también inconstitucionales por su origen, y los tribunales no deben darles valor legal, ya que de hacerlo, por una parte alentarían prácticas viciosas, cuyos frutos serían aprovechables por quienes las realizan y, por otra parte, los tribunales se harían en alguna forma partícipes de tal conducta irregular, al otorgar a tales actos valor legal”. . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . 
QUINTO.- Que se estudia de manera preferente la competencia de la autoridad demandada por representar o brindar un mayor beneficio para la parte actora; y, la argumentación analizada en el considerando que antecede, es suficiente para declarar la nulidad de los actos impugnados, por lo que resulta innecesario el estudio de los conceptos de impugnación expresados en la demanda, toda vez que de proceder alguno de éstos, en nada variaría el sentido de esta sentencia. Sirve de apoyo la tesis que a la letra dice: “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN, ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.- Si al examinar los conceptos de violación invocados en la demanda de amparo resulta fundado uno de estos y el mismo es suficiente para otorgar al peticionario de garantías la protección y el amparo de la justicia federal, resulta innecesario el estudio de los demás motivos de queja”. Tercera Sala,  Séptima época,  Volumen 157-162. Cuarta Parte, visible a página  32. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por lo expuesto y  además con  fundamento en los  artículos  206-A  párrafo segundo y 216 de la Ley Orgánica Municipal para el Estado de Guanajuato; 1 fracción II, 3 párrafo segundo, 287, 298, 299, 300 fracción II y 302 fracción I del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, se RESUELVE: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA del Mandamiento de Ejecución, relativo al crédito número 1002203, de fecha de fecha 10 diez de marzo del año 2011, dos mil once, suscrito por la Directora General de Ingresos, por la cantidad de $10,196.78 (diez mil, ciento noventa y seis pesos 78/100 moneda nacional) y de su acto consecuente como lo es el acta de embargo practicada con fecha 02 dos de abril del 2011, dos mil once, que obra en la parte inferior del referido documento; lo anterior, por las razones expresadas en el cuarto considerando de esta sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Notifíquese a las autoridades demandadas por oficio y a la parte actora personalmente en el domicilio señalados en autos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dese  de baja en el Libro de Registros de este Juzgado. . . . . . . . . . . . . 
Así lo resolvió y firma en 4 cuatro tantos, el LICENCIADO ELIVERIO GARCÍA MONZÓN, Juez Primero Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa en forma legal con Secretario de Estudio y Cuenta, Licenciada MA. TERESA ALFÉREZ RODRÍGUEZ.- que da fe. . . . . . . . . . . . . . .  . . . . . . . . . . . . . . 
ESTA FOJA ES PARTE DE LA SENTENCIA DEL 02 DE DICIEMBRE DEL 2011, DICTADA EN EL EXPEDIENTE 171/2011-JN.
